
Cali, agosto 27 de 2025 

 

Honorable: 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI – SALA CIVIL 

E. S. D. 

 

REF: ACCIÓN DE TUTELA por mora judicial - retardo injustificado 

Accionantes: Cristian Guillermo Ortiz Salazar e Iris Alenis Pérez Durán 

Accionado: Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Cali 

Radicación proceso de origen: 760013103004-2021-00196-00 

 

I. LEGITIMACIÓN Y COMPETENCIA 

Comparezco como apoderada judicial de los señores Cristian Guillermo Ortiz 

Salazar e Iris Alenis Pérez Durán, en ejercicio de la acción de tutela consagrada en 

el artículo 86 de la Constitución Política, en concordancia con el artículo 29 ídem, 

solicitando amparo inmediato de sus derechos fundamentales vulnerados por el 

Juzgado 4 Civil del Circuito de Cali. 

 

El competente para conocer en primera instancia esta acción es el Tribunal 

Superior de Cali, Sala Civil, conforme a lo previsto en el artículo 37 del Decreto 2591 

de 1991 y la jurisprudencia constitucional (SU-1219 de 2001, SU-813 de 2007). 

II. HECHOS RELEVANTES 

 

1) El 22 de marzo de 2024, el Juzgado 4 Civil del Circuito de Cali profirió 

sentencia de primera instancia en el proceso verbal de responsabilidad civil 

extracontractual, condenando a pagar perjuicios por la suma de  

$70.046.001, en los siguientes términos: 

 

 



 

 

 

2) En dicha sentencia el despacho 4 Civil del Circuito de Cali, condenó en 

costas a los demandados en un 70%, por concepto de agencias en derecho 

de esta instancia, las cuales se fijan en un total de $6.500.000, 

correspondiendo la suma de $4.550.000 ($6.500.000 x 70% = $4.550.000).  

 

3) El 5 de febrero de 2025, la Sala Civil del Tribunal Superior de Cali resolvió la 

apelación, condenando a La Equidad Seguros Generales O.C. a pagar lo 

correspondiente a los perjuicios liquidados, hasta el límite del valor 

asegurado 60 SMMLV- para la fecha del siniestro- en la póliza se seguro No. 

AA102062, que traídos a valor presente equivalen a la suma de  $66.675.258. 

Así mismo, condeno a la EQUIDAD SEGUROS GENERALES pagar por 

concepto de agencias en derecho de la segunda instancia la suma de 1 

SMLMV, los cuales, ante la prosperidad parcial de uno de sus reparos, se 

pagará solo en un 70% de las costas fijadas. En el valor a pagar por la 

compañía LA EQUIDAD, correspondiente a las agencias en derecho en la 

segunda instancia serian$996.450 (TOTAL: $1.423.500 x 70% = $996.450). A 

continuación, adjunto apartes de la condena de la segunda instancia:  

 

  



 

 

 
 

 
 

4) El día 5 de mayo de 2025, el Juzgado 4 Civil del Circuito expidió el auto de 

“Obedézcase y cúmplase” a la sentencia de segunda instancia. 

 

5) El 29 de abril de 2025, la suscrita apoderada solicitó formalmente el pago de 

los depósitos judiciales por valor de $75.592.451, en los siguientes términos:  

 



 
 

6) El 24 de julio de 2025, el Juzgado dictó auto aclarando costas de primera 

instancia, adjunto la decisión:  

 
 



 

7) El 5 de agosto de 2025, el apoderado de La Equidad Seguros O.C., interpuso 

recurso de reposición contra dicho auto, alegando haber pagado en 

exceso. 

 

 
 

8) El 20 de agosto de 2025, se reiteró la petición de pago, sin que el despacho 

haya resuelto. 

 

9) Han transcurrido más de cuatro meses desde la ejecutoria de la sentencia 

sin que el Juzgado haya ordenado el pago de los depósitos judiciales.  

 

10) Hasta la fecha como apoderada he tratado de atender con celosa 

diligencia el encargo encomendado por el señor Cristian Guillermo Ortiz y la 

Sra. Iris Alenis Pérez Durán, incluso desplazándome hasta el despacho 

solicitando información al respecto para así Informar con veracidad a mis 

clientes sobre la constante evolución del asunto encomendado, sin 

embargo, funcionarios del despacho y la secretaria manifiestan 

exceso de carga laboral, lo cual impide darnos una fecha para 

resolver el recurso y proceder autorizar el pago del depósito judicial.  

 

III. DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS 

 

El Debido proceso (art. 29 C.N.), dispone que tal mandato se aplicará a toda clase 

de actuaciones judiciales y administrativas. 

Acceso a la administración de justicia (art. 229 C.N.), esta norma garantiza el 

derecho de toda persona para acceder a la administración de justicia.  

Efectividad de las sentencias judiciales (art. 228 C.N.), el artículo 228 dispone que: 

“Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será 

sancionado”. La Corte Constitucional en reiterados fallos de Tutela ha cuestionado 

diferentes actuaciones judiciales, explicando en que consiste este mandato en los 

siguientes términos: “Respecto del incumplimiento y la inejecución sin razón válida de una 

actuación procesal, además de desconocer el artículo 228 de la Carta, a cuyo tenor «los 

términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado», 

repercute en la transgresión del derecho de acceso a la administración de justicia, en 



cuanto impide que sea efectivamente impartida y, en consecuencia, el canon 29 superior, 

pues «el acceso a la administración de justicia es inescindible del debido proceso y 

únicamente dentro de él se realiza con certeza»  

 

IV. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

El artículo 86 de la Constitución Política reconoce que toda persona tiene derecho 

a promover acción de tutela para obtener la protección inmediata de sus 

derechos constitucionales fundamentales, cuando por acción u omisión le sean 

vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública o por particulares, en 

los casos previstos de forma expresa en la ley, siempre que no exista otro medio de 

defensa judicial, a no ser que se utilice como mecanismo transitorio para evitar la 

materialización de un perjuicio de carácter irremediable. 

La Corte Constitucional mediante CC T-173 de1993, señaló; 

 “ (…) La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sido pacífica y 

reiterada en señalar que los principios de celeridad, eficiencia y efectividad 

deben orientar el curso de toda actuación procesal, so pena de que su 

desconocimiento injustificado devenga en una clara afectación al debido 

proceso y al acceso a la administración de justicia. En ese orden, no basta 

con que se ponga en marcha el aparato jurisdiccional del Estado, sino que 

este, a su vez, debe responder a tal petición de manera ágil y oportuna, 

adelantando las diligencias, actuaciones y gestiones pertinentes, a fin de 

lograr una solución del conflicto que se pretende dilucidar”, # Según lo 

anterior, esa prerrogativa implica un deber correlativo del Estado de 

promover las condiciones para que el acceso de los particulares a la 

administración de justicia sea efectivo, comprometiéndose a hacer realidad 

los fines que le asigna la Constitución. Esta teleología constitucional debe ser 

el punto de partida y el criterio de valoración de la regulación legal sobre 

las cuestiones que atañen el derecho de acceso y la correspondiente 

función de administración de justicia..”. 

La Corte Constitucional ha sostenido que la acción de tutela procede contra 

providencias judiciales cuando estas incurren en defecto procedimental absoluto 

o por exceso ritual manifiesto (C-590 de 2005; SU-813 de 2007). 

La mora judicial en la ejecución de sentencias vulnera el debido proceso, tal como 

lo ha reconocido la Corte en sentencias T-173 de 2019, SU-190 de 2021 y T-329 de 

2021. 

En este caso, el retardo injustificado en ordenar el giro de los depósitos judiciales, 

pese a existir providencia en firme y recursos disponibles, constituye un defecto 

procedimental por exceso ritual manifiesto. 

 

V. PRETENSIONES 

1) Que se amparen los derechos fundamentales al debido proceso, acceso a 

la administración de justicia y efectividad de las sentencias judiciales. 



2) Que se ordene al Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Cali disponer de 

manera inmediata el pago de los depósitos judiciales efectuados por las 

aseguradoras. 

3) Que se adopten medidas necesarias para evitar futuras dilaciones en el 

cumplimiento de sentencias ejecutoriadas. 

 

VI. PRUEBAS 

Adjunto como pruebas que sustentan la presente acción las siguientes:  

- Sentencia de primera instancia (22 de marzo de 2024). 

- Sentencia de segunda instancia (05 de febrero de 2025). 

- Auto 'Obedézcase y cúmplase' (05 de mayo de 2025). 

- Memorial de solicitud de pago de depósitos (29 de abril de 2025). 

- Memorial de reiteración (20 de agosto de 2025). 

- Auto de aclaración de costas (24 de julio de 2025). 

- Recurso de reposición de La Equidad (05 de agosto de 2025). 

 

VII. ANEXOS 

1. Poder conferido por los accionantes. 

2. Copias simples de providencias y memoriales reseñados. 

 

VIII. NOTIFICACIONES 

 

La Accionante: las recibiré en mi oficina ubicada en la carrera 40 No. 9-16, oficina 

101, Edificio Santiago, Cali. Correo: pilarposso@hotmail.com  

El señor C Cristian Guillermo Ortiz y la Sra. Iris Alenis Pérez Durán, recibirá 

notificaciones en la carrera 4 No. 1-02 B/ San Antonio en la ciudad de Cali, correo 

electrónico: irisperez0112@hotmail.com.  Y/o cristianeqk274@gmail.com. 

El Accionado: Juzgado 4 Civil del Circuito de Cali. Correo: 

j04cccali@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

Atentamente, 

 

 

 

 

ROSA DEL PILAR POSSO GARCÍA 

C.C. 67.012.316 de Cali 

T.P. 138315 C.S.J. 

Apoderada Judicial 
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